
""necrdato entre la eianta ;Jede 
l{ la 9/,epública ~cminicana 

Suscrito el 16 de Junio de este año, fué 
promulgado el 10 de Julio. 

En el nombre de la Santísima Trinidad 

La Santa Sede Apostólica y la República Dominicana, animadas del deseo 
de asegurar una fecunda colaboración para el mayor bien de la vida religiosa 
y civil de la Nación Dominicana, han determ!nado estipular un Concordato 
que constituya la norma que ha de regular las recíprocas relaciones de las 
Altas Partes contratantes, en conformidad con la Ley de Dios y la tradición 
católica de la República Dominicana. 

A este fin Su Sant!dad el Sumo Pontífice Pío XII ha¿ nombrado por su. 
Plenipotenciario a: 

Su Excelencia Reverendísima Monseñor Doménico Tardini, Pro-Secreta-­
rio de Estado para los Asuntos Eclesiásticos Extraordinarios, y Su Excelencia: 
el Presidente de la República Dominicana ha nombrado por su Plenipoten­
ciario a: 

Su Excelencia el Generalísimo Dr. Rafael Leonidas Trujillo Molina. 
Ambos Plenipotenciarios, después de confrontar sus respectivos Plenos Po­

deres y hallarlos en debida forma expedidos, acordaron lo siguiente: 

Art. I.-La Religión Católica, Apostólica, Romana sigue siendo la de la 
Nación Dominicana y gozará de los derechos y de las prerrogativas que le 
corresponden en conformidad con la Ley Divina y el Derecho Canónico. 

Art. II. 1.-El Estado Dominicano reconoce la personalidad jurídica inter­
nacional de la Santa Sede y del Estado de la Ciudad del Vaticano. 

2.- Para mantener, en la forma tradicional, las relaciones amistosas en­
tre la Santa Sede y el Estado Dominicano, continuarán acreditados un Emba­
jador de la República Dominicana cerca de la Santa Sede y un Nuncio Apos­
tólico en Ciudad Trujillo. Este Diplomático será el decano del Cuerpo Diplo­
mático en los términos del derecho consuetudinario. 
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Art. III 1.- El Estado Dominicano reconoce· a la Iglesia Católlca el carác­
ter de sociedad perfecta y le garantiza el libre y pleno ejercicio de su poder 
espiritual y de su jurisdicción, así como el libre y públlco ejercicio del culto. 

2.- En particular, la Santa Sede podrá sin impedimiento promulgar y pu­
bllcar en la Repúbllca Dom!nicana cualquier dispisición relativa al gobierno 
de la Iglesia y comunicarse con los Prelados, el clero y los fieles del País, 
de la misma manera que éstos podrán hacerlo con la Santa Sede. 

Gozarán de las mismas facultades los Ordinarios y las otras Autoridades 
eclesiásticas en lo referente a su clero y fieles. 

Art. IV 1.- El Estado Dominicano reconoce la personalidad jurídica a to­
das las instituciones y asociaciones religiosas, existentes en la Repúbllca Domi­
nicana a la entrada en vigor del presente Concordato, constituidas según el 
Derecho canónico; en particular a las diócesis y a la Prelatura "nullius" con 
sus instituciones anejas, a las Parroquias, a las Ordenes y Congregaciones re­
ligiosas, a las Sociedades de vida común y a los Institutos seculares de per­
fección cristiana canónicamente reconocidos, sean de derecho pontificio o de 
derecho diocesano, a sus provincias y a sus casas. 

Las Autoridades eclesiásticas competentes comunicarán al departamento 
correspondiente del Gobierno Dominicano la lista de las instituciones y asocia­
ciones religiosas que se acaban de mencionar, dentro de ios dos meseti que si­
gan a la ratificación de este Concordato. 

2.- Gozarán de igual reconocimiento las entidades de la misma natura­
leza que sean ulteriormente erigidas o aprobadas en la República Dominica­
na por las Autoridades eclesiásticas competentes, con la sola condición de 
que el decreto de erección o de aprobación sea comunicado oficialmente por 
escrito a las Autoridades competentes del Estado. 

Art. V 1.- Cuando la Santa Sede proceda al nombramiento de un Arzo­
bispo u Obispo residencial o su Coadjutor con derecho a sucesión, comunicará 
al Gobierno Dominicano el nombre de la persona escogida, a fin de saber si 
contra ella existen objeciones de carácter político general. El silencio del Go­
bierno, pasados treinta días a contar de la precitada comunicación, se inter­
pretará en el sentido de que no existe objeción. Todas estas gest:ones se con­
ducirán en el más estricto secreto. 

2.- Al hacer las_ designaciones de Arzobispo y Obispos, el Santo Padre ten­
drá en cuenta a los sacerdotes, idóneos para estas funciones, que sean ciuda­
danos dominicanos. Sin embargo, el Santo Padre podrá, cuando lo juzgue ne­
cesario y conveniente para el mayor bien religioso del País, por razón de la 
escasez de sacerdotes dominicanos, elegir para tal dignidad otros sacerdotes, 
que no sean de nacionalldad dominicana. 

Art. VI 1.- La organización y circunscripción eclesiástica del territorio 
de la República Dominicana queda constituida así: Arquidiócesis Metropoli­
tana de Santo Domingo; Diócesis de Santiago de los Caballeros; Diócesis de 
La Vega; Prelatura "nullius" de San Juan de la Maguana. 

2.- Para la erección de una nueva Diócesis o Prelatura "nullius" y para 
otros cambios de circunscripciones diocesanas que pudieran juzgarse necesa­
rias, la Santa Sede se pondrá previamente de acuerdo con el Gobierno Domi­
nicano, salvo si se tratase de mínimas rectificaciones de territorio reclama­
das por el bien de las almas. 

Art. VII 1.- El Gobierno Dominicano se compromete a construir la Igle­
sia Catedral o Prelaticia y los edificios adecuados que sirvan de habitación 
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del Obispo o Prelado "nulllus" y de oficinas de la Curia, en las Diócesis y Pre­
latura "nullius" actualmente existentes que lo necesiten, y en las que se esta­
blezcan en el futuro. 

2.- Además el Gob!erno asegura a la Arquidiócesis de Santo Domingo y 
a cada Dióces!s o Prelatura "nullius" actualmente existentes o que se erijan en 
el futuro una subvención, mensual para íos gastos de administración y para 
las iglesias pobres. 

Art. VIII.-Al Arzobispo de Santo Domingo corresponde el título de Prima­
do de Indias de acuerdo con la Bula de Pio VII Divinis praeceptis del 28 de 
noviembre de 1816. 

Se confirman a la Iglesia Metropolitana de Santo Domingo el título, los 
derechos y privilegios de Basílica Menor, que le otorgó Benedicto XV en su 
Breve Inter Americae del 14 de junio de 1920. 

Art. IX 1.- La erección, modificación o supresión de parroquias, benefi­
cios y oficios eclesiásticos, así como el nombramiento del Vicario General, ofi­
ciales de la Curia párrocos y toda sacerdote o funcionario encargado de cual­
quier oficio eclesiástico serán hechos por lü.s Autoridades eclasiásticas com­
petentes, ciñéndose a las disposiciones del Derecho Canónico. Sin embargo las 
Autoridades eclesiásticas correspondientes comunicarán al Gobierno con la ma­
yor rapidez el nombramiento del Vicario General, de los párrocos, y, en caso 
de vacancia de una parroquia, del vicario encargado de la misma. Al hacer es­
tas designaciones, las Autoridades eclesiásticas preferirán, a ser posible, a sa­
cerdotes idóneos que sean ciudadanos dominicanos. 

2.- La eventual objeción del Gobierno al comportamiento de un funcio­
nario eclesiástico será objeto de consideración y decisión por las Autoridades 
eclesiásticas competen tes. 

Art. X 1.- Las Autoridades eclesiásticas podrán usar los serv1c10s y la coo­
peración del clero extranjero, secular o religioso y confiar a sacerdotes extran­
jeros dignidades, oficios y beneficios eclesiásticos, cuando lo juzguen convenien­
te para el bien del País o de su Dióces:s o Prelatura. 

2.- Los sacerdotes, religiosos y religiosas extranjeras, que la Autoridad ecle­
siástica invite al País para ejercer su ministerio o desenvolver las activida­
des de su apostolado, estarán exentas de cualquier tasa o impusto de inmi­
gración. 

3.-Los Superiores generales y provinc!ales de las Ordenes y Congregacio­
nes religiosas, que residen fuera del territorio dominicano, aunque sean de otra 
nacionalidad, tienen el derecho de visitar, por sí o por otras personas, sus 
casas religiosas situadas en el República Dominicana. 

Art. XI 1.- Los eclesiásticos gozarán en el ejercicio de su ministerio de 
una espec:al protección del Estado. 

2.- Los eclesiásticos no podrán ser interrogados por jueces u otras au­
toridades sobre hechos o cosas cuya noticia les haya sido confiada en el ejer­
cicio del sagrado ministerio y que por lo tanto caen bajo el secreto de su ofi­
do espiritual. 

3.- Los clérigos y los religiosos no estarán obligados a asumir cargos pú­
blicos o funciones que, según las normas del Derecho Canónico, sean incom­
patibles con su estado. 

Para poder ocupar empleos o cargos públicos, necesitarán el Nihil obstat de 
su Ordinario propio y del Ordinario del lugar donde hubieren de desempeñar 
su actividad. Revocado el Nihil obstat, no podrán continuar ejerciéndolos. 
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Art. XII.-Los clérigos; los seminaristas del filosofía y teología y los religio­
sos, ya sean profesos o novicios, están exentos del servicio militar, salvo el ca­
so de movilización general. 

En caso de movil1zación general, los sacerdotes prestarán el servicio mili­
tar en forma de asistencia religiosa; los demás clérigos y religiosos serán en­
viados a las organizaciones sanitarias y de la Cruz Roja. 

Estarán exentos del servicio militar, aún en el caso de movilización gene­
ral, los Obispos, los sacerdotes que tengan cura de almas, como los párrocos y 
coadjutores, y los sacerdotes necesarios al servicio de las Curias diocesanas o 
prelaticias y de los Seminarios. 

Art. XIII.-En caso de que se levante acusación penal contra alguna per­
sona eclesiástica o rellgiosa, la Jurisdicción del Estado apoderada del asunto 
deberá informar oportunamente al competente Ordinario del lugar y trans­
mitir al mismo los resultados de la instrucción, y, en caso de darse, comuni­
carle la sentencia tanto en primera instancia como en apelac!ón, revisión o 
casación. 

En caso de detención o arresto el eclesiástico o religioso será tratado con 
el miramiento debido a su estado y a su grado. 

En el caso de condena de un eclesiástico o de un religioso, la pena se 
cumplirá, en cuanto sea posible, en un local separado del destinado a los lai­
cos, a menos que el Ordinario competente hubiese reducido al estado laical al 
condenado. 

Artl XIV.-El uso del hábito eclesiástico o religioso por personas eclesiás­
ticas o religiosas a quienes haya sido prohibido por _orden de las competentes 
Autor'.dades eclasiásticas, oficialmente comunicada a los Autoridades del Esta­
do, así como el uso abusivo del mismo hábito por otras personas, será casti­
gado con las mismas penas previstas para el caso de uso abusivo del unifor­
me militar. Será castigado en los mismos términos el ejercicio abusivo de 
l urisdicción o funciones P.clesiásticas. 

Art. XV 1.- La República Dominicana reconoce plenos efectos civiles a 
cada matrimonio celebrado según las normas del Derecho Canónico. 

2.- En armonía con las propiedades esenciales del matrimonio católico 
queda entendido que, por el propio hecho de celebrar matrimonio católico, 
los cónyuges renuncian a la facultad civil de pedir el divorcio, que por esto 
mismo no podrá ser aplicado por los tribunales civiles a los matrimonios ca­
nónicos. 

Art. XVI l.- Las causas concernientes a la nulidad del matrimonio canó­
nico y la dispensa del matrimonio rato y no consumado, así como el procedi­
miento relativo al Privilegio Paulina, quedan reservados a los Tribunales y a 
los órganos eclesiásticos competentes . 

La Santa Sede consiente que las causas matrimoniales de separación de 
los cónyuges sean juzgadas por los Tribunales civiles. 

2.- Las decisiones y sentencias de los órganos y Tribunales eclesiásticos, 
cuando sean definitivas, se elevarán al Supremo Tribunal de la Signatura Apos­
tólica para su comprobación y serán transmitidas después, con los respecti­
vos decretos de dicho Supremo Tribunal, por vía diplomática al Tribunal do­
minicano competente, que las hará efectivas y mandará que sean anotadas 
en los registros civiles al márgen del acta del matrimonio. 

506-

Digitalizado por CRAI P. Florentino Idoate, S.J. 
Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas"



Art. XVII.-El Estado Dominicano garantiza la asistencia religiosa a las 
fuerzas armadas de tierra, mar y aire y a este efecto se pondrá de acuerdo 
con la Santa Sede· para la organización de un cuerpo de capellanes milita­
res. con graduación de oficiales, bajo la jurisdiccóin del Arzobispo Metropo­
Htano en lo que se refiere a su vida y ministerio sacerdotal, y sujetos a la 
disciplina de las fuerzas armadas en lo Que se ref:ere a su servicio militar. 

Art. XVIII.-El Estado tendrá por festivos: 
'1 J los días de precepto establecidos en toda la Iglesia por el Código de 

Derecho Canónico, es decir: 
Todos los domingos: 
las fiestas de Circuncisión (1 de enero), Epifanía (día de Reyes, 6 de 

enero), San José (19 de marzo), Ascensión, Corpus Christi, Santos Apóstoles 
Pedro y Pablo (29 de junio), Asunción (15 de agosto). Todos los Santos (1 de 
noviembre), Inmaculada Concepción (8 de diciembre), Navidad de Nuestro 
Señor Jesúcristo (25 de diciembre); 

2) Además los días de precepto establecidos en la República Domincana, 
es decir: 

-festividad de Nuestra Señora de la Altagracia (21 de enero); 
-festividad de Nuestra Señora de las Mercedes (24 de setiembre) 
El Estado dará en su legislación las facilidades necesarias para que los 

fieles puedan cumplir en esos días sus deberes religiosos. 
Las Autoridades civiles, tanto nacionales como locales, velarán por la dP.­

blda observancia del descanso en los días festivos. 

Art. XIX 1.- El Gobierno Dominicano facilitará la necesaria asistencia 
religiosa a los establecimientos nacionales, como son los colegios, los hospita­
les, los asilos de ancianos o de niños, las cárceles, etc . 

A tal fin. si el establecimiento no tiene capellán propio, el Estado perml­
tirá el libre acceso y el ejercicio de la asistencia espiritual en dicho estable­
cimiento al párroco del luizar o al sacerdote encargado por el Ordinario com~ 
patente. 

2.- En los asilos, orfanatos. establecimientos o Instituciones oficiales de 
educación, cqrrección y reforma de menores dependientes del Estado, se en­
señará la religión católica y se asegurará la práctica de sus preceptos. 

::l.- El Gobierno Domin:cano, cuando sea posible, confiará a religiosos y 
religiosas la dirección de los hospitales, asilos y orfanatos y otros intituciones 
nacionales de caridad. La Santa Sede, por su parte favorecerá tal proyecto. 

Art. XX 1.- La Iglesia podrá libremente fundar Seminarios o cualesquie­
ra otros institutos de formación o de cultura eclesiástica; su régimen no esta­
rá sujeto a la fiscalización del Estado. 

2.- Los títulos, grados, certificados y comprobaciones escolares otorgados 
por tales centros tendrán la misma fuerza que los concedidos por los estable­
clm1entos del Estado en el orden correspondiente. 

En vista de ello la Autoridad eclesiástica comunicará a la competente 
Autoridad del Estado los textos adoptados en dichas instituciones para la en­
señanza de las diciplinas que no sean teológicas y filosóficas. 

3.- Los grados académicos adquiridos en las Universidades o Institutos 
Pontificios de Altos Estudios serán reconocidos en la República Dominicana, 
para todos sus efectos civiles, como los grados conferidos y reconocidos por 
el 'Estado. 
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Art. XXI 1.- El Estado Dominicano garantiza a la Iglesia Católica la ple­
na libertad de establecer y mantener, bajo la dependencia de la Autoridad ecle­
siásticas, escuelas de cualquier orden y grado. En consideración de la utili­
dad social que de ellos deriva a la Nac!ón, el Estado las amparará y procura­
rá ayudarlas también mediante congruas subvenciones. 

La enseñanza religiosa en dichas escuelas siempre será organizada e im­
partida libremente por la Autoridad eclesiástica. 

2.- Los certificados y comprobaciones escolares otorgados por los esta­
blecimientos de enseñanza primaria dependientes de la Autoridad eclesiásti­
ca tendrán la misma fuerza que los otorgados poi: los correspondientes es­
tablecimientos del Estado. 

3.- Los exámenes y pruebas de aprovechamiento para la concesión de cer­
tificados y títulos oficiales de estudio a los alumnos de las escuelas secunda­
rias y normales dependientes de la Autoridad eclesiástica se celebrarán, a pe­
tición de ésta. en los mismos establecimientos, por medio de comisiones ef­
peciales compuestas, al menos parcialmente, por docentes del plantel.· 

Art. XXII 1.- La enseñanza sum!nistrada pür el Estado en las escuelas pú­
blicas estará orientada por los principios de la doctrina y de la moral cató­
licas. 

2.- En todas las escuelas públicas, primarias y secundarias se dará ense­
ñanza de la religión y moral católica -según programas fijados de común 
acuerdo con la competente Autoridad eclesiástica- a los alumnos cuyos pa­
dres, o quienes hagan sus veces, no pidan por escrito que sean exentos. 

3.- Para dich~ enseñanza sólo se utilizarán textos previamente aprobados 
por la Autoridad eclesiástica, y el Estado nombrará maestros y profesores qu~ 
tengan un certificado de idoneidad expedido por el Ordinario competente. La 
revocación de tal certificado les priva, sin m,ás, de la capacidad para la en­
señanza religiosa. 

En la designación de estos maestros y profesores el Estado tendrá en cuen­
ta las sugestiones de la Autoridad eclesiástica y, en las escuelas secundarias 
y normales, cuando haya sacerdotes y religiosos en número suficiente y lo 
proponga el Ordinario del lugar, les dará la preferencia sobre los seglares. 

4.- El párroco, por sí o por su delegado, tendrá acceso a las escuelas pri­
marias para darl lecciones catequísticas periódicas. 

5.- Los Ordinarios de los lugares podrán cerciorarse, por si mismos o por 
sus delegados, mediante visitas a las escuelas, del modo como se da la ense­
ñanza de la religión y moral. 

El Estado cuidará de que en las instituciones y servicios de información 
que estén a su cargo, y en particular en los programas de radio-difusión y 
televisión, se dé el conveniente puesto a la exposición y defensa de la ver­
dad religiosa, por' medio de sacerdotes y religiosos designados de acuerdo con 
el Ordinario competente. 

Art. XXIII 1.- El Estado Dominicano reconoce a las instituciones y aso­
ciaciones religiosas, de quienes trata el Art. IV, la plena capacidad de adqui­
rir, poseer y administrar toda clase de bienes. 

2.- La gestión ordinaria y extraordinaria de los bienes pertenecientes a 
entidades eclesiásticas o asociaciones religiosas y la vigilancia e inspección de 
dicha gestión de bienes correspo.=.derán a las autoridades competentes de la 
Iglesia. 

3.- La República Dominicana reconoce y garantiza la propiedad de la 
Iglesia sobre los bienes muebles e inmuebles que el Estado reconoció comi:> 
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pertenecientes a ella con la Ley Núm. 117 del 20 de abril de 1931, aclarada 
por la Ley Núm. 290 del 16 de septiembre de 1943, así como de los bienes que, 
después de tal fecha, la Iglesia ha legitimamente adquirido o adquiera,, inclui­
dos los que han sido o sean declarados monumentos nacionales. 

La República Dominicana declara propiedad de la Iglesia también todos 
los templos y otros edificios con fines eclesiásticos que el Estado ha venido 
construyendo desde el año 1930 y construya en adelante. 

4.- La Iglesia puede recibir cualquiera donación destinada a la realiza­
ción de sus fines, y organizar colectas especialmente en el interior o a la 
puerta • de los templos y de los edificios y lugares que le pertenezcan. 

Art. XXIV l.- Los edificios sagrados, los Seminarios y otros edificios des­
tinados a la formación del clero, los edificios de propiedad de la Iglesia em­
pleados en fines de utilidad pública, las residencias de los Obispos y de los 
ministros del culto, cuando sean propiedad de la Iglesia, estarán exentos: de 
cualquier impuesto o contribución. 

Queda expresamente convenido que ios blenes, cuya propiedad adquiera la 
Iglesia por donación entre vivos o por disposición testamentaria, estarán exen­
tos de los impuestos de donación o de sucesión, siempre que los blenes recibi­
dos en ese forma, se destinen a un fin propio del culto o de utilidad pública 
por voluntad del donante o del testante o por ulterior disposición de la Au­
toridad eclesiástica competente. 

2.- Los bienes eclesiásticos no • comprendidos en el número precedente no 
podrán ser gravados con impuestos ni contribuciones especiales. 

3.- Los eclesiásticos estarán exentos de cualquier impuesto o contribución 
en razón del ejercicio de su ministerio espiritual. 

4.- Los Ordinarios de los lugares y los rectores de parroquias gozarán de 
1ranquicla postal y telegráfica en su correspondencia oficial en el país. 

5.- Los edictos y avisos que se refieren al ministerio sagrado, fijados en 
las puertas de l~s templos, estarán exentos de cualquier impuesto o contribución. 

Art. XXV.-El Estado garantiza el derecho de libre organización y funciona­
miento de las asociaciones católicas con fin religioso, social y caritativo, y en 
particular de las asociaciones de Acción Católica bajo la dependencia de los 
Ordinarios de los lugares. 

Art. XXVI.-Los domingos y fiestas de precepto, así como los días de Fiesta 
Nacional en todas las Iglesias Catedrales, Prelaticias y parroquiales de la Re­
pública Dominicana se rezará o cantará al final de la función por la prospe­
ridad de la República y de su Presidente. 

Art. XXVII.-Las demás materias relativas a personas o cosas eclesiásticas 
que no hayan sido tratados en los artículos precedentes serán arregladas se­
gún el Derecho Canónico vigente. 

Si en el porvenir surgiere alguna duda o dificultad sobre la interpretación 
del presente Concordato, o fuera necesario arreglar cuestiones relativas a per­
sonas o casos eclesticas. que no hayan sido tratados en los artículos prece­
dentes y que toquen también el interés del Estado, la Santa Sede y el Gobier­
no Dominicano procederán de común inteligencia a solucionar amigablemen­
te la diferencia. 

· Art. XXVIII 1.- El presente Concordato, cuyos textos en lengua española 
e italiana hacen fe por igual, entrará en vigor desde el momento del canje de 
los instrumentos de ratificación, el cual deberá verificarse en el término de 
los dos meses subsiguientes a la firma. 
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2.- Con la entrada en vigor de este Concordato, se entiende derogadas 
todas las disposiciones contenidas en Leyes, Decretos, Ordenes y Reglamentos 
que, en cualquier forma, se opongan a lo que en él se establece. 

El Estado Dominicano promulgará, en el plazo de seis meses, las disposi­
ciones de derecho interno que sean necesarias para la ejecución de este Con­
cordato. 

Hecho en doble ejemplar, 
Ciudad del Vaticano, 16 de junio de 1954. 
L. S. Fdo. Rafael Leónidas Trujillo Molina. 
L. S. Fdo. Doménico Tardini. 

PROTOCOLO FINAL 

En el momento de proceder a la firma del Concordato que hoy se con­
cluye entre la Santa Sede y la República Dominicana, los Plenipotenciarios 
que susbscriben han hecho, de común acuerdo, las siguientes declaraciones 
que formarán parte integrante del mismo Concordato. 

En relación con el artículo VII, n. 2. 
En ejecución de lo dispuesto en el artículo VII, n. 2, del Concordato el 

Gobierno de la Repúbllca Dominicana dará: 
a) a la Curia arquidiocesana de Santo Domingo la· suma de quinientos 

pesos oro mensuales; 
b) a las Curias de cada otra: Diócesis o Prelatura "nullius" la suma de tres­

cientos pesos oro mensuales. 

En relación con el articulo X. 
Cuando se trate de llamar a la República Dominicana a una Orden o Con­

gregación religiosa extranjera la Autoridad eclesiástica competente ia notifica,.. 
rá al Gobierno . 

En relación con el artículo XV. 
A) Para el reconocimiento, por parte del Estado, de los efectos civiles dei 

matrimonio canónico, será suficiente que el acta del matrimonio sea trans­
crita en el Registro Civil correspondiente. Esta transcripción se llevará a cabo 
de la siguiente manera: 

El Párroco, dentro de los tres días sigu!entes a la celebración del matri­
monio canónico, transmitirá copia textual del acta de la celebración al com­
petente Oficial del Estado Civil para que proceda a la oportuna transcripción. 

Dicha transcripción debe realizarse dentro de los dos días siguientes a la 
recepc1on de la misma acta, y dentro de los tres días de haberla transcrito 
el Oficial del Estado Civil hará la oportuna notificación al Párroco indicando 
la fecha. 

El Párroco que sin graves motivos deje de enviar copia del acta matrimo­
nial dentro del plazo citado incurrirá en pena de desobediencia, y el funcio­
nario del Registro Civil que no lo transcriba a su tiempo incurrirá en las 
sanciones que señale la ley orgánica de su servicio. 

B) Se entiende. que los efectos civiles de un matrimonio debidamente trans­
crito regirá: a partir de la fecha de la celebración canónica de dicho matri­
monio. Sin embargo, cuando la transcripción del matrimonio sea solicitada una 
vez tra1'scurridos cinco días de su celebración, dicha transcripción no perju­
dicará lo's. derechos adquiridos, legítimamente, por terceras personas. 

No obsta a la transcripción la muerte de uno o de ambos cónyuges. 
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En rilación con el artículo XX. 
l.- La Santa Sede otorga al Seminario Conc!liar de Santo Tomás de Aqui­

no en Ciudad Trujillo el título de Instituto Pontificio. 
Para este fin el Gobierno se compromete a hacer en el edificio que donó 

al Seminario las ampliaciones que las Partes de común acuerdo juzguen nece­
sarias y a contribuir a sufragar los gastos de dicha institución con una apor­
tación mensual de quince pesos oro por cada seminarista dominicano que alli 
curse sus estudios. 

2.- Con el fin de levantar cada vez más el prestigio del clero nacional, el 
.Estado sostendrá cuatro becas de seminaristas dominicanos que la Autoridad 
eclesiástica envíe a cursar sus estudios en los Ateneos Pontificios en Roma. 

En relación con el artículo XXI. 
Queda entendido que: 
l.- Para la apertura de escuelas dependientes de la Autoridad eclesiás­

tica no se exige licencia alguna ni otra formalidad. 
2.- La vigilancia del Estado, por lo que atañe a las escuelas dependien­

tes de la Autoridad eclesiástica, se referirá a lo tocante a las normas de se­
guridad e higiene, así como, limitadamente a los establecimientos menciona­
dos en el n. 2 del presente artículo, al desarrollo de los progresos de estudio; 
y siempre se efectuará teniendo en cuenta el carácter especial de dichas es­
.cuelas y de acuerdo con la Autoridad clesiástica corrspondiente. 

En relación con el artículo XXIII. 
1.- El Estado no procederá a declarar monumentos nacionales otras pro­

piedades eclesiásticas sino de acuerdo con la competente Autoridad religiosa. 
2.- Se entiende que un bien eclesiástico declarado monumento nacional 

.es inalienable, y que la Autoridad ecles!ástica, propietaria del inmueble no pro­

.cederá a modificaciones o reformas de éste sino de acuerdo con la Autoridad 
,civil competente. 

En relación con el artículo XXVI. 
La oración será la siguiente: 
v. Dómine salvan fac Rempublicam et Práesidem eius. l. Et exáud: nos in 
die, qua invocavérimus te. 
v. Salvum fac pópulum tuum, Dómine. r. Et bénedic haereditati tuae. 
v. Dómine, exáudi oratiónem meam. r. Et. clamor meus ad te véniat. 
v. Dóminus vobiscum. r. Et cum spíritu tuo. 

Orémus. 

Pópulum tuum, quaessumus, Dómine. continua pietáte custódi, ejúsque Rec­
tóres sapiéntiae tuae lúmine illustra; ut, quae agénda sunt, videant, ei ad 
implénda quae vidérint, convaléscant. Per Christum Dóminum nostrum. 
r. Amén. 

Ciudad del Vaticano, 16 de junio de 1954. 

L. s.- Fdo. Rafael Leónidas Trujillo Molina. 

L. S. Fdo: Doménico Tardini. 

-511 

Digitalizado por CRAI P. Florentino Idoate, S.J. 
Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas"




